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MARITZA MARTÍNEZ ARISTIZÁBAL

   Senadora de la República


PROYECTO DE LEY  ____

“Por medio de la cual se establecen criterios de equidad de género en la adjudicación de las tierras baldías, vivienda rural, proyectos productivos, se modifica la Ley 160 de 1994 y se dictan otras disposiciones”

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA

DECRETA:

ARTÍCULO 1. La presente ley tiene por objeto promover la equidad de género en la adjudicación de los terrenos baldíos nacionales, en la asignación de vivienda rural, la distribución de recursos para la promoción de proyectos productivos para fomento de la actividad rural, así como fijar mecanismos que garanticen su real y efectiva aplicación con el fin de erradicar cualquier forma discriminatoria de género.
ARTÍCULO 2. Créase el artículo 65A en la ley 160 de 1994, el cual quedará así: 

“ARTÍCULO 65A. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el INCODER o quien haga sus veces, a través de los instrumentos de política sectorial, aplicarán el enfoque diferencial de género en la adjudicación de las tierras baldías nacionales.

Será obligatoria la adjudicación de mínimo el 40% de los terrenos baldíos adjudicados durante cada año, a familias en cabeza de mujeres rurales; el 60% de los terrenos restantes será adjudicado a familias encabezadas por hombres o mujeres que cumplan con los requisitos que la Ley establece.

ARTÍCULO 3. Modifíquese el artículo 70 de la ley 160 de 1994, el cual quedará así:

“ARTÍCULO 70. Podrán ser beneficiarias de la presente ley las mujeres rurales mayores de 16 años, salvo las excepciones legales, que no sean propietarias de tierras, que tengan tradición en labores rurales, que se hallen en condiciones de pobreza y marginalidad, y que deriven de la actividad rural la mayor parte de sus ingresos. Se priorizará a aquellas que ostenten condición de madres cabeza de familia. 

Las Unidades Agrícolas Familiares sobre tierras baldías se adjudicarán conjuntamente a los cónyuges o compañeros permanentes, siempre que hayan cumplido dieciséis años de edad, sean jefes de familia, compartan entre sí las responsabilidades sobre sus hijos menores, o con sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad si velaren por ellos. 

Los adjudicatarios podrán contraer las obligaciones inherentes sin necesidad de autorización judicial. Esta disposición se aplicará a todas las adjudicaciones o adquisiciones de tierras que llegaren a hacerse en favor de los campesinos, o para la admisión de éstos como socios de las empresas comunitarias o cooperativas rurales.”
ARTÍCULO 4. La Nación a través del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural o quien haga sus veces y las entidades que favorecen la actividad rural, garantizarán cada año la asignación a mujeres rurales de al menos el 40% de los subsidios para la construcción o adquisición de vivienda rural nueva y también de los destinados para mejoramiento y saneamiento básico. El 60% de los subsidios restante se asignará a hombres o mujeres que cumplan con los requisitos en igualdad de condiciones.

ARTÍCULO 5. La Nación a través del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural o quien haga sus veces y las entidades que favorecen la actividad rural, garantizarán la asignación a mujeres rurales de al menos el 40% de los recursos que cada año se destinen para proyectos productivos por parte de los diferentes fondos, planes o programas. El 60% restante de los recursos presupuestados para cada año se asignará a hombres o mujeres que cumplan con los requisitos en igualdad de condiciones.

ARTÍCULO 6. La presente ley rige a partir de la fecha de publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

MARITZA MARTÍNEZ ARISTIZÁBAL
         NORA MARÍA GARCÍA BURGOS

Senadora de la República


            Senadora de la República

DAIRA DE JESÚS GALVIS MÉNDEZ

Senadora de la República
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. OBJETO DEL PROYECTO. 
El proyecto de Ley que se presenta a consideración del Congreso de la República, propende por el establecimiento de parámetros y criterios que permitan hacer efectiva la aplicación de la equidad de género en el acceso de las mujeres rurales a las tierras baldías de la Nación, la vivienda rural y a los recursos presupuestales de que dispone el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural así como las entidades que favorecen la actividad rural a través de los diferentes fondos, planes, proyectos y programas para proyectos productivos. 
Para el efecto en el proyecto de Ley se plantea como objeto “promover la equidad de género en la adjudicación de los terrenos baldíos nacionales, en la asignación de vivienda rural, la distribución de recursos para la promoción de proyectos productivos para fomento de la actividad rural, así como fijar mecanismos que garanticen su real y efectiva aplicación con el fin de erradicar cualquier forma discriminatoria de género.”
En la búsqueda de este logro se presenta como necesario para el cumplimiento del propósito de erradicar cualquier forma discriminatoria de género, mediante la modificación de la Ley 160 de 1994, el establecer el 40% como la proporción anual mínima que debe existir en favor de las familias a cargo de la mujer rural en la adjudicación de baldíos nacionales, se fija igual proporción para la vivienda rural, tanto para nueva como para mejoramiento y en los recursos presupuestales que se destinan para proyectos productivos; en la proporción restante se plantea el otorgamiento de los beneficios en igualdad de condiciones.
2. CONSIDERACIONES Y ANTECEDENTES 

Colombia registra en su historia política y social el papel determinante que han tenido los movimientos sociales y el movimiento campesino en la lucha por la defensa de la tierra y del territorio, sin embargo la visibilización de la participación de las mujeres rurales en la vida productiva de la estructura social y económica campesina solo se hizo evidente con la emergencia de los movimientos de mujeres rurales y su ingreso como objeto de análisis del campo en los estudios sociales que con perspectiva de género empezaron a elaborarse a partir de la segunda mitad del siglo XX.

Esta incursión dio inicio a una nueva faceta de la lucha campesina en la que se posicionaron debates alrededor de las múltiples formas de discriminación que se conjugan en la vida pública y privada del mundo rural. Así mismo ha sido ampliamente documentado cómo el desarraigo, producto del desplazamiento forzado viene marcando puntos de inflexión de gran amplitud en las estructuras familiares y comunitarias, especialmente en aquellas que pasan por los roles de género, las cargas diferenciales y las desiguales entre mujeres y hombres. 

Las múltiples discriminaciones que históricamente se han construido, social, política y culturalmente contra las mujeres en nuestra sociedad han afectado de manera innegable a las mujeres del campo, quienes además se han constituido como víctimas del desplazamiento forzado y para quienes se presentan grandes dificultades de tipo  estructural para acceder a la tierra y a los recursos financieros. Además, sus ingresos son permanentemente menores respecto a los del género masculino y las posibilidades de obtener empleo digno son igualmente escasas; en este sentido el estudio Mujeres rurales gestoras de Esperanza estableció que las mujeres rurales son víctimas de al menos tres tipos de discriminación por:

a. Ser mujeres en una sociedad marcada por el machismo y las relaciones patriarcales por simple hecho de serlo, puesto que el tratamiento histórico, cultural y socioeconómico que reciben, es más injusto comparado con el que reciben los hombres de la misma comunidad o entorno. 
b. Vivir en el campo en condiciones que en nuestro país son primordialmente peores en relación con los habitantes urbanos, lo que se traduce en profundas desigualdades en el acceso a bienes y servicios básicos así como en el acceso a derechos sociales fundamentales como salud y educación.
c. Ser objeto de las consecuencias de las dificultades de orden público lo que se agudiza y se ensaña de manera recalcitrante con las mujeres en especial en su condición de madres, jefes de hogar, mediante expresiones delictivas de la violencia sexual y el reclutamiento.

La conducta discriminatoria es posible verla reflejada también en el contexto normativo que por ser escaso y difuso encuentra serias dificultades de aplicación por la falta de criterios que definan a partir de cual parámetro puede considerarse como línea base para avanzar hacia la equidad género, falencia que complica profundamente el ejercicio pleno de los derechos y beneficios que el Estado promueve para su ciudadanía y obstaculiza la práctica de las condiciones de igualdad y el acceso de las mujeres en condiciones de equidad a recursos como las tierras, la vivienda rural y los apoyos para proyectos productivos, lo que puede corregirse o rectificarse si aquellos cuentan desde su base legal con el enfoque diferencial de género.

3. MARCO CONCEPTUAL Y NORMATIVO

El acceso a la tierra es indispensable para la producción de alimentos y la generación de ingresos.; también se constituye en un bien social y económico decisivo, que reviste una importancia crucial para la identidad cultural, el poder político y la participación en el proceso de toma de decisiones dentro de la sociedad. 

Las creencias sociales y culturales suelen dar lugar a discriminación contra las personas por motivos de género, clase social o grupo étnico. Sin embargo con el fin de reducir el hambre, la pobreza y fomentar el desarrollo sostenible, deben desplegarse esfuerzos para hacer frente a estas desigualdades o inequidades.

Garantizar la igualdad de los derechos sobre la tierra para hombres y mujeres aumenta la creación y retención de valor, las oportunidades económicas, favorece las inversiones en la tierra, la producción de alimentos y aumenta la seguridad familiar durante las transiciones económicas y sociales, dando lugar a una mejor administración de los recursos económicos y sociales.

De otra parte en la mano de obra rural se han producido cambios significativos como consecuencia del crecimiento demográfico, la migración a las ciudades, las enfermedades, la muerte y las dificultades de orden público, por cuenta de las cuales las mujeres han venido a asumir funciones o tareas mucho más importantes o protagónicas en la producción de alimentos y la ordenación de los recursos naturales pues han pasado a convertirse en cabeza de familia del medio rural en al menos una cuarta parte y en ocasiones o segmentos específicos, en más de la mitad de los casos. 
Adicionalmente muchas de estas mujeres son también madres solteras, viudas, divorciadas, esposas de trabajadores migrantes, ancianas o enfermas, lo que corresponde a subconjuntos de la comunidad con un menor poder social. 

Ambas cuestiones, la relativa a la mano de obra femenina en la agricultura y al número creciente de mujeres que son cabeza de familia, debido a la guerra, la emigración o simplemente a un cambio social, en las zonas rurales, muestran la importancia de garantizar el acceso en condiciones de igualdad de la mujer a la tierra y a otros recursos productivos..
Los derechos sobre la tierra son determinados por los diferentes sistemas sociopolíticos que evolucionan con el tiempo y en ocasiones coexisten, por tanto la formulación de una política eficaz de tenencia de la tierra y la toma en consideración de las costumbres y prácticas predominantes en la administración moderna de las tierras constituyen un desafío permanente en la búsqueda de la justicia social.

Dentro del marco general para la construcción de la iniciativa legislativa alrededor de la participación activa de la mujer, más allá del desarrollo rural y además de buscar el mejoramiento en otros indicadores y aspectos de desarrollo humano, es necesario partir del planteamiento de los Objetivos del Milenio dentro del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo –PNUD- cuyo objetivo 3 consiste en:

“Promover la igualdad de género y la autonomía de la mujer”

Este objetivo reconoce las diferencias entre los géneros, en especial las que se constituyen como desventajas para la mujer y se acentúan en las relaciones de poder a nivel de familia, sociedad, pareja y cultura en detrimento del goce pleno de los derechos y cumplimiento de obligaciones, por lo que considera que:
“El análisis social desde una perspectiva de género permite comprender mejor los factores que contribuyen a la desigualdad económica, social, política y cultural entre hombres y mujeres y hace evidente la necesidad de definir estrategias, acciones y mecanismos orientados a lograr la igualdad y la equidad entre las personas”

La ausencia de este enfoque en el manejo de las desigualdades a nivel social, económico, político y cultural asentadas en contra de la mujer imponen injusticias que redundan en bajos niveles de desarrollo y de crecimiento económico, y mayor pobreza que en un país como Colombia se cataliza y agudiza por la presencia de un conflicto que dura ya casi medio siglo, en el que las mujeres del campo sufren en un mayor nivel sus consecuencias: 

“…mayores desigualdades o inequidades de género están asociadas con bajos niveles de desarrollo y a la pobreza y tienen efectos sobre la perpetuación de la violencia, la ineficiencia en la utilización de los recursos humanos y sociales, la escasa participación política y productiva; de manera adicional, refuerzan el círculo intergeneracional de la pobreza”

De otra parte el acerbo normativo colombiano cuenta con la Ley 731 de 2002 mediante la cual se determinaron disposiciones para beneficiar a las mujeres rurales, en cuyo artículo quinto se estableció:

“ARTÍCULO 5o. ELIMINACIÓN DE OBSTÁCULOS. Los fondos, planes, programas, proyectos y entidades que favorecen la actividad rural, deberán ajustar sus procedimientos y requisitos en aras de eliminar cualquier obstáculo que impida el acceso de las mujeres rurales a ellos.”
Sin embargo, la ausencia de un parámetro mínimo o línea base hace inviable la medición de un propósito que aun cuando ya fue establecido hace casi una década y se hizo en la dirección correcta, no es posible determinar si ha sido cumplido o no. 

Lo anterior hace necesaria la fijación de un límite o cota mínima que permita que el país cumpla con claridad el loable propósito de construir justicia social, en el marco de un Estado social de derecho como se autodefine en la Constitución Política, la cual origina el reconocimiento de derechos que requieren de regulación y materialización para alcanzar los logros sociales que pregona.
4. SITUACIÓN ACTUAL

Para empezar dentro de los planteamientos que se encuentran en el Informe Nacional de Desarrollo Humano 2011-Colombia Rural, del Programa Naciones Unidas para el Desarrollo -PNUD-, se destaca inicialmente la caracterización del modelo actual de desarrollo rural desde lo económico, partiendo de la necesidad de reconocer la existencia de al menos dos etapas: 

· Proteccionista: la cual se presentó hasta finales de los ochenta 
· Apertura económica: presentada después de 1990 

Se observa también allí que al estudiar las circunstancias de estas dos etapas, han permanecido casi que inmutables ciertos obstáculos estructurales y rasgos distintivos del sector, los cuales se transcriben a continuación, en los que desatacamos el relacionado con el género y la discriminación que el proyecto de Ley que se presenta pretende subsanar:

· No promueve el desarrollo humano y hace más vulnerada a la población rural.

· Es inequitativo y no favorece la convergencia.

· Invisibiliza las diferencias de género y discrimina a las mujeres.

· Es excluyente.

· No promueve la sostenibilidad.

· Concentra la propiedad rural y crea condiciones para el surgimiento de conflictos.

· Es poco democrático.

· No afianza la institucionalidad rural.

Igualmente es preocupante visualizar que para la ONU esté permanentemente presente una problemática de género y que el país no haya podido conjurarla, cuando afirma:

“En la implementación del modelo se ha ignorado la forma desproporcionada en que las inequidades rurales afectan a las mujeres. En consecuencia, las instituciones públicas no han tomado nota de esta situación por lo que los intentos por incorporar la perspectiva de género en todo el ciclo de la política pública han sido pocos, fragmentarios y débiles frente a la complejidad del problema.

Como se dijo, vivir en el campo implica estar sometido a varias manifestaciones de inequidad, pero cuando se es mujer estas se agudizan aún más. Las mujeres rurales se ven sometidas a varios tipos de discriminaciones que las sitúan en peores condiciones de vulnerabilidad frente a los hombres e incluso frente a otros miembros de la familia campesina.

Si la discriminación no se reconoce, las acciones para combatirla o eliminarla se hacen más difíciles. El modelo oculta las inequidades, no considera el efecto que sus medios y fines tiene sobre la vida de las mujeres y, por lo mismo, ha dedicado poca atención a incorporar sus potencialidades, necesidades y demandas. En el peor de los casos, ha terminado por asignarles responsabilidades adicionales en la estabilidad de los hogares rurales o de la economía familiar, con lo cual no pocas veces se ha logrado el efecto perverso de agregar más cargas a la doble jornada que por tradición y sin reconocimiento han debido asumir”.

También se encuentra para el PNUD, la existencia de varias fuentes de discriminación en la forma de deudas:
· Deuda rural: es compartida por mujeres y hombres. Se deriva del hecho de que las condiciones de vida, el acceso a bienes básicos, el tipo de inserción laboral y la vigencia de los derechos son muy precarios en las zonas campesinas.
· Deuda de género: esta corresponde a la experiencia de las pobladoras rurales por el hecho de ser mujeres per se, donde predominan ciertas actitudes culturales y sociales de orden patriarcal, que excluye y rechaza lo que no esté alineado en ese orden.
De otra parte, la economía agraria colombiana ha sido objeto de múltiples estudios en los que diferentes investigadores han establecido la tipificación del sector agrícola, por lo que al acoger como referencia el que elaborara Jaime Forero Álvarez, profesor Titular de la Universidad Javeriana denominado “Economía campesina y sistema alimentario: aportes para la discusión sobre seguridad alimentaria” del año 2003, se puede observar la formulación de clara diferenciación en la estructura productiva de al menos tres formas empresariales básicas colombianas: la empresa agropecuaria capitalista, el latifundio ganadero especulativo y la producción familiar (o comunitaria). 

También se hace evidentemente que Colombia posee una producción mayoritariamente sustentada en la forma familiar, de la que depende en gran medida de la generación de ingresos para la familia o grupo social, que se caracteriza por el papel fundamental de la mujer en el sentido de que ella genera buena parte de la mano de obra mediante sus hijos y la suya propia. 

En otras palabras, la mujer no solo aporta su propia fuerza laboral que por lo general no es remunerada monetariamente, sino que además da vida a hijos que a su vez la aportarán, y no se le otorga el reconocimiento que esta contribución merece, en tanto adicionalmente se encuentra a cargo de las labores domésticas, la promoción de los valores y la educación del núcleo familiar.
TIPOS EMPRESARIALES BÁSICOS DE LA ESTRUCTURA AGRARIA COLOMBIANA
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Fuente: Jaime Forero Álvarez. “Economía campesina y sistema alimentario: aportes para la discusión sobre seguridad alimentaria”, Bogotá 2003. Universidad Javeriana. 

Se infiere entonces que a pesar de la importancia social y productiva de la mujer dentro del agro colombiano, en especial en el tipo de producción familiar o campesina, el Estado Colombiano no tiene los desarrollos y los logros que permitan alcanzar una mayor inclusión y acceso de la mujer a sus derechos. 

En la misma dirección y al revisar los indicadores del mercado laboral que se presentan a continuación, se puede observar la crítica situación de las mujeres en cuanto a su participación dentro de la población económicamente activa, en la que algunos como la tasa de ocupación es la más baja (28%) comparada con las mujeres urbanas y hombres urbanos y rurales. 
De la misma manera se puede visualizar igualmente que la participación en el ingreso ha sido muy baja para las mujeres rurales, que entre los años 1996 y 2005 corresponde a tan solo el 3.7%, frente a la de los hombres rurales que tuvo un desempeño a 5.9%:
INDICADORES MERCADO LABORAL
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Fuente: Informe de Desarrollo Humano 2011: Colombia Rural. PNUD, página 137.

Estos indicadores resultan aún más dramáticos si se tiene en cuenta que el trabajo femenino es subestimado social y económicamente, existiendo invisibilidad de su contribución en las actividades productivas y el tratamiento diferencial que brinda el mercado laboral rural a las mujeres es discriminatorio, pues no se basa en diferencias objetivas en sus aptitudes para el trabajo frente a los hombres, sino en estereotipos de género. 
Adicionalmente existen elementos que reflejan la dura realidad de la mujer en el campo como por ejemplo la precariedad del tipo de remuneración que reciben por su trabajo en donde el trabajo agrícola no se le reconoce en un 25% de las veces mediante ninguna forma de pago y 6.7% de las veces las mujeres reciben pago solo en especie, 7.5% compartido especie y dinero y solo el 60.6% en dinero. 
En contraste a las mujeres urbanas se las remunera un 86%, lo que refleja y soporta las afirmaciones previas en el sentido de la triple discriminación que sufre la mujer campesina. 

REMUNERACIÓN DE LA MUJER POR SECTOR ECONÓMICO
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Fuente: Informe de Desarrollo Humano 2011: Colombia Rural. PNUD, página 137.

Otro aspecto en el que se destaca la difícil situación de la mujer es en el de las decisiones de gasto y aportes a la economía familiar, agregando dificultades adicionales a las referidas y ahondando aún más los obstáculos que se presentan a las mujeres rurales en la búsqueda de mejores condiciones sociales: 
PARTICIPACIÓN DE LAS MUJERES EN EL ASPECTO FINANCIERO
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Fuente: Informe de Desarrollo Humano 2011: Colombia Rural. PNUD, página 137.
Se puede visibilizar que durante el año 2005 en la ruralidad, el 84% de las mujeres deciden solas el gasto familiar, mientras que a 2010 este porcentaje disminuyó a 72.9% y el aporte de ellas en el cubrimiento de los gastos aumentó en la proporción donde ellas pagan la mitad o más de 32% a 39% entre 2005 y 2010.

El número de mujeres rurales que reciben remuneración en la zona rural bajó del 2005 (3.775 mujeres) a 2010 (3072 mujeres) en 703 mujeres, es decir el 18.6%, y la disminución entre las mujeres urbanas fue de 31.4% en ese mismo lapso. 

Los niveles de tenencia de la tierra por género son altamente alarmantes. Para las mujeres rurales desplazadas –según el PNUD- no alcanzan a ser el 30% de los propietarios de la tierra bajo ninguna forma de tenencia (propietaria, poseedora, ocupante baldío, ocupante de hecho), solo bajo la figura de heredera llega a un nivel de 32.5% frente a los porcentajes de apropiación relativamente altos que poseen los hombre solos. 

Incluso el grupo familiar hombre y mujer alcanza a ser superior a tipo de poseedor mujer. Por ejemplo en ocupantes de baldíos el 70% de propietarios son hombres, 21.1% hombre y mujer y 8.9% solo la mujer. 

TENENCIA Y GÉNERO
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Fuente: Informe de Desarrollo Humano 2011: Colombia Rural. PNUD, página 139.
Al observar los resultados concretos de la aplicación de la política de mujer rural en el país se encuentran importantes desigualdades en varios de los instrumentos, en los que muy a pesar de los propósitos legislativos y la política pública del Estado aún existe una gran distancia con las expectativas que sobre resarcimiento social tiene hoy el país.

De acuerdo con información suministrada por el MADR
 y el INCODER, se puede deducir que en cuanto al acceso a las tierras baldías y los programas de fomento al desarrollo rural, la participación de la mujer se encuentra hoy lejos de lo deseable y lo que se ha determinado como propósito nacional en materia de equidad de género y eliminación de toda forma de discriminación de género.
Bajo la modalidad de adjudicación de baldíos, objeto primordial del presente proyecto de Ley es posible observar que todos los años desde el 2003 hasta el 2012, de forma reiterada y constante las mujeres han venido recibiendo una menor cantidad de títulos que los hombres puesto que del total de 86.590 títulos entregados, a las mujeres correspondieron solamente 34.882. Lo anterior nos muestra como la ausencia de un enfoque diferencial de género no deriva en la equidad que el país necesita.

Número de familias por jefatura de hogar adjudicatarias de baldíos. 

Total Nacional. 2003-2012.
	N° Familias
	Género

	Año
	Hombre
	Mujer
	Totales

	2003
	                   108 
	                  81 
	                   189 

	2004
	               2.474 
	            1.292 
	               3.766 

	2005
	               4.214 
	            2.227 
	               6.441 

	2006
	               5.239 
	            3.365 
	               8.604 

	2007
	               2.539 
	            1.750 
	               4.289 

	2008
	               7.360 
	            3.594 
	             10.954 

	2009
	11.226
	7.731
	18.957

	2010
	7.156
	5.456
	12.612

	2011
	6.802
	5.833
	12.635

	2012*
	4.590
	3.553
	8.143

	Total
	51.708
	34.882
	86.590


*Datos preliminares a 31 de agosto de 2012

FUENTE: INCODER. Cálculos y elaboración propios

En ese mismo periodo al contabilizar la distribución medida en hectáreas, se observa una realidad aún mas dramática, puesto que allí la situación empeora ya que del total de las mas de 2.5 millones de hectáreas adjudicadas, a las mujeres solo les correspondieron un poco mas de 873 mil.

En cambio a los hombres les fueron entregadas casi el doble al recibir mas de 1.5 millones de hectáreas, lo que muestra un evidente sesgo hacia la propiedad en cabeza del género masculino y en detrimento de la mujer. 
Área entregada a familias por jefatura de hogar adjudicatarias de baldíos. 

Total Nacional, 2008-2012 (expresada en hectáreas)
	Área (Hectáreas)
	Género

	Año
	Hombre
	Mujer
	Total

	2003
	            1.238 
	                          1.916 
	                    3.154 

	2004
	        107.557 
	                       56.073 
	                163.630 

	2005
	          94.445 
	                       59.395 
	                153.840 

	2006
	        295.455 
	                     175.071 
	                470.526 

	2007
	          51.469 
	                       24.998 
	                  76.467 

	2008
	        186.959 
	                       93.293 
	                280.252 

	2009
	        254.169 
	                     122.850 
	                377.018 

	2010
	        214.927 
	                     128.621 
	                343.548 

	2011
	        263.207 
	                     129.717 
	                392.924 

	2012*
	        173.014 
	                       81.633 
	                254.647 

	Total
	    1.642.439 
	                     873.566 
	            2.516.006 


*Datos preliminares a 31 de agosto de 2012

FUENTE: INCODER. Cálculos y elaboración propios

Para efectos de un análisis objetivo, se van a revisar las cifras de entregas de tierras –cantidad de familias, área entregada y comparación porcentual- por cada programa del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural –INCODER.
Para el programa de Subsidio Integral de Tierras –SIT-, el INCODER registra las siguientes adjudicaciones en la cantidad de familias beneficiadas por jefatura de hogar en todo el territorio nacional en el periodo 2008-2012 (corte a 31 de agosto de 2012).
Número de familias por jefatura de hogar beneficiadas con 
Subsidio Integral de Tierras -SIT-.Total Nacional. 2008-2012.
	 N° de familias
	Género

	Año
	Hombre
	Mujer
	Totales

	2008
	257
	140
	397

	2009
	462
	259
	721

	2010
	877
	558
	1.435

	2011
	506
	409
	915

	2012*
	37
	59
	96

	Total
	2.139
	1.425
	3.564


*Datos preliminares a 31 de agosto de 2012

FUENTE: INCODER. Cálculos y elaboración propios

Se observa como a lo largo de la serie, el número de hogares donde las mujeres son cabeza de hogar tiene una participación que representa un poco mas de la mitad de la participación de los hombres, en donde los años con menor participación para las mujeres jefas de hogar fueron 2008 y 2009. 
En cuanto al área entregada a los núcleos familiares bajo el SIT entre 2008 y 31 de agosto de 2012 que correspondió a 27.455 hectáreas, se observa una tendencia similar en que la proporción de lo dispuesto para las mujeres es abiertamente inferior a la de los hombres, haciendo evidente y reforzando la necesidad de encontrar la equidad.

Área entregada a familias por jefatura de hogar beneficiadas con 
Subsidio Integral de Tierras -SIT-.Total Nacional, 2008-2012 (expresada en hectáreas)
	 N° Hectáreas
	Género

	Año
	Hombre
	Mujer
	Total

	2008
	             2.590 
	             1.310 
	             3.900 

	2009
	             3.862 
	             2.201 
	             6.063 

	2010
	             6.605 
	             4.248 
	          10.853 

	2011
	             3.159 
	             2.584 
	             5.743 

	2012*
	342 
	                556 
	898 

	Total
	 16.557 
	10.898 
	          27.455 


*Datos preliminares a 31 de agosto de 2012

FUENTE: INCODER. Cálculos y elaboración propios
Por último, en la modalidad de la Compra Directa, bajo la cual el INCODER proporcionó cifras para el periodo 2002-2008, se observa que durante ese lapso las familias en cabeza de mujeres correspondieron solo a 1.932 de un total de 4.901 familias beneficiadas:

Número de familias por jefatura de hogar C.D. Total Nacional. 2002-2008.
	N° Familias
	Género

	Años
	Hombre
	Mujer
	Totales

	2002
	68
	15
	83

	2003
	203
	67
	270

	2004
	540
	179
	719

	2005
	244
	83
	327

	2006
	505
	400
	905

	2007
	1.352
	1.139
	2.491

	2008
	57
	49
	106

	Total
	2.969
	1.932
	4.901


FUENTE: INCODER. Cálculos y elaboración propios

En igual tendencia de las 48.058 hectáreas entregadas en todo el territorio nacional en compra directa entre 2002 y 2008, solo 18.467 fueron para las mujeres rurales; es decir que las mujeres siempre tuvieron una participación que apenas corresponde a un 60% de la que le correspondió a los hombres.. 

Área entregada a familias por jefatura de hogar C.D. Total Nacional, 2002-2008 
	Área (Hectáreas)
	Género

	Años
	Hombre
	Mujer
	Total

	2002
	             1.706 
	                 261 
	             1.967 

	2003
	             1.668 
	                 469 
	             2.137 

	2004
	             5.449 
	             2.177 
	             7.626 

	2005
	             2.089 
	                 665 
	             2.753 

	2006
	             5.399 
	             4.279 
	             9.678 

	2007
	           12.783 
	           10.305 
	           23.088 

	2008
	                 498 
	                 312 
	                 810 

	Total
	           29.592 
	           18.467 
	           48.058 


FUENTE: INCODER. Cálculos y elaboración propio

Es evidente, que para cada uno de los anteriores tres programas – adjudicación de baldíos, compra directa y subsidio Integral de Tierras-, la mujer tiene una participación significativamente menor que la de los hombres lo que hace necesario establecer los criterios del enfoque diferencial de género que deriven en la aplicación con equidad de los beneficios que el Estado ofrece para la ciudadanía, atendiendo la condición de vulnerabilidad y fragilidad física, social, psicológica y económica de las mujeres en el campo. 
De otra parte se puede observar que en programas como el de Apoyo a Alianzas Productivas -AAP, tampoco existe enfoque diferencial de género o de mejoramiento de las condiciones de inserción de la mujer en la estructura productiva:

“Con base en información suministrada por los operadores regionales del Proyecto, a corte 30 de junio de 2012, se contabilizaron 4.774 mujeres participando activamente en las actividades de implementación y desarrollo de las alianzas, en representación de sus familias. Esto representaba a ese corte, el 20% del total de beneficiarios vinculados a Alianzas Productivas. Un resultado indirecto del proceso de consolidación de alianzas que vale la pena destacar es que mientras en la fase I del Proyecto que se desarrolló entre los años 2002 y 2007, las mujeres representaban el 17% (1.606 mujeres) del total de beneficiarios directos del Proyecto, en la fase II aun en ejecución, desde el año 2008, se incrementa en forma significativa la participación de la mujer (23% de mujeres cabeza de familia en Alianzas, 2.394) manteniéndose aún esta tendencia  a continuar incrementándose proyectándose su estabilización alrededor de un 25%”.

Se debe destacar y es plausible que las mujeres aumenten su empoderamiento de procesos productivos con programas gubernamentales como APP, pero es preocupante que sea un logro indirecto del proceso de consolidación del programa que no corresponde a una directriz concreta por parte del MADR para favorecer o priorizar a las mujeres dentro de ese programa, lo que es agravado con el hecho de que además, son procesos extensos que demandan una importante capacidad técnica, los cuales deben ser surtidos por la población aspirante a ser beneficiaria, lo que a su vez hace más difícil el acceso de las mujeres a este programa, más aun teniendo en cuenta la también discriminatoria situación de la mujer en el acceso a la educación superior.
Lo anterior permite corroborar lo que se ha venido exponiendo respecto a la necesidad de priorizar las iniciativas de género en los diferentes programas, para que dentro de la población beneficiaria se encuentren las mujeres en proporción adecuada, en especial aquellas con condición de cabeza de hogar.

Igual situación ocurre con el actual Programa de Asistencia Técnica Directa Rural, en el que se deben generar Planes Generales que sin bien están concebidos con base en las necesidades de la población y el Registro Único de Usuarios de Asistencia Técnica–RUAT, tampoco contiene priorización o enfoque diferencial de género, que se hace muy necesario en tanto sobre la mujer recae gran parte del trabajo en las fincas o fundos de economía campesina.
Finalmente en cuanto a la protección de la mujer en lo pertinente a la conservación del predio, la tenencia y propiedad de éste, la presente iniciativa se sustenta en la legislación vigente, artículo 39 de la Ley 160 de 1994 que establece un plazo no menor a 15 años para que se pueda hacer la transferencia del derecho de dominio, posesión y tenencia:

“Artículo 39.- Quienes hubieren adquirido del INCORA unidades agrícolas familiares con anterioridad a la vigencia de la presente ley, quedan sometidos al régimen de propiedad parcelaria que enseguida se expresa:

Por el solo hecho de la adjudicación, se obligan a sujetarse a las reglamentaciones existentes sobre uso y protección de los recursos naturales renovables, así como a las disposiciones sobre caminos y servidumbres de tránsito y de aguas que al efecto dicte el Instituto.

Hasta cuando se cumpla un plazo de quince (15) años, contados desde la primera adjudicación que se hizo sobre la respectiva parcela, no podrán transferir el derecho de dominio, su posesión o tenencia sino a campesinos de escasos recursos sin tierra, o a minifundistas. En este caso el adjudicatario deberá solicitar autorización expresa del INCORA para enajenar, gravar o arrendar la unidad agrícola familiar…”
5. CONTENIDO DEL PROYECTO
El proyecto de Ley se encuentra estructurado en seis  (6) artículos en los cuales el primero define el objeto de la Ley, los siguientes dos (2), el segundo y el tercero, modifican la Ley 160 de 1994, creando el artículo 65 A y modificando el artículo 70, el cuarto y el quinto incorporan el criterio diferencial para la vivienda rural y los proyectos productivos y el sexto y último establece vigencia y deroga todo aquello que le sea contrario.
6. PROPUESTA
La iniciativa legislativa puesta a consideración propende por garantizar que las mujeres rurales tengan acceso a los terrenos baldíos, a vivienda rural y a recursos para proyectos productivos de fondos, planes o programas para fomento de la actividad rural en mínimo un 40%; además prevé que el porcentaje restante sea adjudicado a hombres y mujeres en igualdad, privilegiando el ánimo de insertar a las madres cabeza de hogar en las políticas del Estado en el largo plazo.

MARITZA MARTÍNEZ ARISTIZÁBAL

NORA MARÍA GARCÍA BURGOS

Senadora de la República
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� Género y tierra: igualdad de condiciones – Organización de las Naciones Unidas para la agricultura y la Alimentación. Integrating Gender in Land Tenure Programmes- Findings and Lessons from Country Case Studies, Susana Lastarria. 2002


� Objetivo de Desarrollo del Milenio- Objetivo 3 “Promover la igualdad entre géneros y la autonomía de la mujer” página 1. 


� Ibídem, página 1.


� Informe de Desarrollo Humano 2011: Colombia Rural. PNUD, página 36.


� Respuestas del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural a Proposición Número 8 del 2012 sobre mujer rural hecha por la Comisión Quinta del Senado de la República. 
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